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FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
OE LA NACION ESPAÑOLA

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodrlguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente. y don Fernando Garcla-Mon y González-Regua­
ral. don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados. ha pronunciado

Ha decidido

Desestimar el presente recursó de amparo.

Publlquese esta Sentencia en al »Boletin Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a dieciséis de noviembre de mil nove­
cientos noventa y dos.-Miguel Rodrlguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando Garcia Mon y González Regue­
ral.-earlos de la Vega Benayas.-Vlcente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

pertes en la ceuse. a efectos de la resolución final del
proceso. Ese soporte documental de lo actuado. sobre
cuya integridad no se ha formulado objeción alguna.
es suficiente. pues. para atendar que se tuvo perfecto
y puntual conocimiento de la prueba. con independencia
de que en este ocasión -<:amo también en aquellas en
que alguna o todas las pruebas han de practicarse
mediante auxilio judicial- fueran presenciadas flsica­
mente por otro Juez diferente. Todo ello determina que
deba desestimarse'el presente recurso de amparo por­
que si. conforme se ha expuesto. la sustitución regla­
mantarie y temporel del titular del órgano judicial no
produjo disminución de las facultades de alegación y
prueba de la parte y tempoco implicó limitación alguna
del conocimiento del juzgador en la resolución de la
cause. ninguna trascendencia adquire aquel hacho en
este ámbito constitucional. que. según sa indicó inicia~
mente. no exige sólo la afirmación de una concreta infrae­
ción o irregularidad procesel -que. además. en este
supuesto no es tal- sino también y esencialmente. se
acredite que la misma ha tanido incidencia sobre cua~

quiera de esos dos aspectos en que se resume el con­
tendio de una efectiva indefensión padecida por alguna
de las pertes proceseles».

El supuesto de esos precedentes es. como se ve.
análogo al presente. donde. lIdemás. consta que las per­
tes expresaron por escrito (en las llamadas instructas.
usuales an los Juzgados y Tribunales de Cataluña) las
alegaciones verbales vertidas en la comparecencia. de
tal modo que el distinto Juez que falló el pleito pudo
leer y estudiardichas alegaciones con la certeza de su
fidelidad.

Procede. en definitiva. desestimar el recurso.

Sala Primera. Sentencia 190/1992. de 16 de
noviembre. Recurso de amparo 938/1989.
Contra Sentencias de la Audiencia Provincial
de Pamplona. confirmad. por el Tribunal
Supremo, condenatoria del recurrente por
delito de desacato del articulo 244 c.P.
Supuesta vulneración de los derechos a la pre­
sunción de inocencia. a la igualdad ante la
Ley y a la libertad de expresión.
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dicción. que haY que respetllr dentro de su ámbito en ­
tanto que. por lo demás. no son 101 reproches dichos
sino expresión de una veloración de hechos y derechos .
de la parte recurrenta. sin más consacuencia que la de
su expresión o deseeuerdo. inadecuado para su revisión
constitucional.

Tampoco cabe admitir que no hubo respuesta judicial
motivada. pues buts leer le extensa. documentada y
bien trabade Sentencia del Juaz de Distritio -asumida
totalmente por le de la Aud~. para cocluir que
no hubo tal omisión. sino respuesta razonada y completa.

3. Se denuncia tambjjn. en segundo y último lugar.
la infracción delar!. 24.C.E.• consistentllen 18 indefensión
causada por haber sido un Juez distinto -en la instan­
ci.......1 que pronunció la Sentencia y no el que tramitó
los autos y presidió la comper_ncia. .

Raspecto de esta motivo del recurso hay que indicar.
en respuesta a 18 afegación de le perta recurrida. que
si procade considerar que hubo invocación .del derecho
que se dice vulnerado. Cierto es que no hubo invocación
formal en el escrito de interposición del recurso. según
reconoce la representación de los recurrentes. quien aña­
de que si lo hizo en el acto de la campar_ncia. invo­
cación que ibe impUcite en la petición de nulidad de
actuaciones. lo que hay que admitirlo y entenderto asl.
pues la nulidad es un. solicitud independiente de la pet~
ción de revocación de la Sentencia. satisfaciéndose asl
la exigencia procesal delart. 44.1 c) de la LOTC.

4. Por lo que se reliare al fondo del motivo. es decir.
a la indefensión por cembio de Juez. cumple decir. en
principio. que nos hallamos. por lo que respecta a la
resolución impugnada. en el ámbito de la jurisdicción
civil y de su ordenamiento procesal. en el que elUamado
principio de inmediación (contacto personal delju~gador
con los litigantes y la documentación del proceso). no
tiene las connotaciones y consecuencias tan rígidas
como las prescritas para el orden penal. diferencias que
no es preciso ahora explicitar.

Por lo demás. ya hay dos claros y terminantes pre­
cedentes en la jurisprudencia de este Tribunal Consti­
tucional. qua resolvieron de modo conteste el mismo
problema aqul plantado. Son I8s SSTC 97/1987 y
55/1991.

Se dijo en esta última -que recogia la doctrina de
la anterior- que »el ar!. 24 C.E. no se extiende a garan­
tizar un Juez concreto. como pretende el recurrente. sino
la presencia en las actuaciones y 18 resolución de lo
debatido por un Juez -más concretemente por el Juez
competente al que corresponde el ejercicio de tales fun­
ciones- o por quien. y esto es lo esencial. funcionalmente
hega sus veces. como en este ceso ha acontecido. No
hay pues. irregularidad o infracción procesal en el sentido
pretendido .por la parte». Tempoco se deba. añadla la
Sentencia. »lImitaclón o disminución alguna que afecte
al ejercicio de la función juzgadora. como consecuencia
de aquella sustitución temporal del titular del órgano
judicial. En este sentido cobra especial relevancia la natu­
raleza civil dal proceso de que trae causa la presante
demanda de amparo. en el que. el principio de inme­
diación -an relación con la práctica de la prueba- no
puede entenderse de la misma manera. ni afectar con
similar intensidad y caracterlsticas que en el orden penal
en el que este Tribunal ha sellalado su trascendencia.
reiteradamente (SSTC 145/1985. 17611986. 67/1986
y 146/1987}. En el supuesto que nos ocupa las pruebas
han encontrado su fiel y exacto reflejo documental en
autos. de forma que la totalidad de su contenido ha
podido ser examinado por l. titul.r del órgano judicial
para resolver el litigio. No axiste. pues. limitación de cono­
cimientos de lo actuado sino. antes bien. transcripción
fehaciente de todo lo que se alegó y acreditó por ambas
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EN NOMBRE DEl REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 938189. interpuesto
por don Justo de la CU8V8 AIoNo. rapreMntado por
al Procurador de loa TribuneIes don José Manuel de
Dorremochlla Aramburu y aaiaIido por el Lelrado don
Miguel Castalls Arteche. conlnI la SenWICÍlI de la
Audiancia Provincial cIa l'MIplona de 18 de abril de
1986. Ycontra la Sentencie cIa la Sala s.unda cIaI T~
bunal Supremo de 17 de abril cIa 1989. !fa m-nido
el Ministerio Fiacal y ha sido Ponente don Pedro Cruz
Villalón. quien expresa el parecer cIa la Sala.

1. Antec.dlntas

1. Mediante eacrito·1II'8HRtIIdo en al Juzgado de
Guardia el 18 de mayo de 1989 Y reaistrado en este
Tribunal al die siguiente. el Procurador de loa Tribunales
don José Manuel de Dorrarnochaa Aramburu. en nombre
y ..presentación de don Justo cIa la Cueva AIoNo. inter­
puso recurso de amparoconlnIla Sentencia cIa la Auclíef>­
cia Provincial de Pamplona, de 18 cIa abril cIa 1986.
confirmada en caaaci6n por la Sentencia de la Sala
Segunda del Tribunal Supremo de 17 de ebriI de 1989.

2. El recurso se basa en lIInIesia en loa siguientes
hechos:

al El die 3 de abril de 19841UVO lugar en la caIeterla
lrulla. de Pamplona. una terlUlia radiofónica en la que.
entre otros participantes, intenlino el I!!JV clamandente
de amparo en ..presentación cIa la ooeIici6n Herri Bata­
suns. Con motivo de algunas cIa lea rnanífesIacione ....
lizadas a lo largo de dicho programa. la 0iracci6n General
de la PoIicla dirigió al dla siguiente un eacrilo al Delegado
del Gobierno an Pamplona por considerar que ci_s
expresiones. etribuidas al recurrente. podrlan _ c:on.­
titutivas de delito. En dicho acriIO. al que acompal'laba
una cinta magnetofónica que con-s& la grabeciOn com­
pleta del referido acto. se tranlCriblan literalmente. entre
otras, las siguientes fraMa: oH. 8.~ que la mal
llamada ..forma dernocr'lica cIaI Estado espel'lol es una
pura metamorfosis. un cambio de forma. paro un man­
tenimiento de les mismas esencias nazis y fascistas dal
régimen franquista. que BlÚI;I loa miamos poIicias tor­
turadoras y asesinos del franquiarno•. loa miamos Jueces
gue mandaban fusilar a militantea comunistas y socia­
hstas, los mismos funcionarios corrompidos cIaI franqui..
mo y que realmenta lo único que cabe f..nte a ésto
es la resistancia y el exigir la ruptUra democr'lica... Lo
que para nosotros resulta realmente diffcll ..e1sentarnoa
en esas instituciones... con gentes que amn presidiendo
el Parlamento o que amn presidiendo lea Comisiones
y que son del mismo partido que el Gobernador civil

.en cuyo edificio se am torturando a compaI'\eroa y coro­
palleras nuestros... con el hombre del PSOE ll\I8 es cIaI
mismo partido cuyo ministro cIaI PSOE ea el que manda
torturar o el que permita torturar a tus compefleroa en
los SÓtenos del ""amo edificio o al que de órdenes para
qua asesinan. porque lo de P8S8jea ha aido un _sinato
flagrante... Entonc... a nosotros nos multa dificil enten­
der qué tipo de utilidad"para el pueblo trabajador vasco
se puede conseguir a base de que tú te aientea civi­
lizadamente charlando. diaeutiendo. hablando con loa
mismos que son los _ainos. Mire. yo ha llamado a
Felipe González torturador y lo ha firmado en un articulo
y he dicho que ya sé que no .. felipe Gonullaz el que
tortura con las manos que tiene al final de loa brazos.
paro hay un viajo aforismo jurldico que dica "el que hace
por otros hace por sI mismo". Felipe GonulIez no tortura
con sus manos. paro tortura con las manos de los guaro

diaa ávilesyloa po!ida que es'*' a _61....__EnlDn­
ces. yo sentarme en el Parlamento o _ en una
inaIituáón para diaIoglIr con el que ordena. COi .-onta.
alienta. "-las ...,. que faciliten la 1DftIn. me r8MIIIa
ÍInIl MibIe .. •

Remitidos el anterior escrito Y la grabaci6n adjunta
a la Fiacalla de la Audiencia Provincial de Pamplona.
y de ahlal Juzgado deGuardia. dieron lugarala incoación
de lea c......pondíentea diIigenclaa pnMas anta el Juz.
gado de lnatrucci6n núm. t de .. ciudad. díctlincIose
el 8 de egostc de 1984 Auto de~ contra
don Justo de la Cueva AIoNo por supuesto delito de
d••cato.

b) Con fecha de 18 de abril de 1986 la Audiencia
PrcvinciaI de Pamplona dictó una Sentencia en la que
condenaba al hoy demandante de amparo. como autor
de un deIiIO de desacato cIaI art. 244 cIaI Código Penal
con la agravanta de Pllblicidad. a la pena de dos..­
Y un die de aneato mayor Y multa de 30.000 p] laS.
con aneato~ de diez cIIaa en CMO de impago.
aai como a las accellOri8a de -..rIIi6n de 1Ddo cargo
público Y del derecho de sufragio durante el tiempo de
la condena y al pago de la mitad de lea costas PI [ 1110••

cl "'->tado_de=ea cOlconlnllaanlBlior
resolución. fue COilfi¡i1'" en 1IlIdca nos por
la Sentencie de la Sala Segunde cIaI Tribunal Supremo
de 17 de abril de 1989. notificada al recurrente el lila
24 de _ mismo _yaño.

3. I.JI representaci6n del cIemandente de amparo
estima qua les Sentencias impugnadas han vulnerado
.... denIchos a la prasunci6n de inocencia Y a la libertad
de expresión. rea¡lectivament reconocidos en loa
arta. 24.2 y 20.1 a) de la LC.E.. infringiendo al JlfOPÍC!
tiempo el principio de iguakIad anta la Ley consagradó
en el art. 14 de la C.E.

En apoyo de la primera de didlas pretenáJelaa wl­
neraciones. .. alega en la cIamanda que. en el caso
de aulOS. no hubo una acIividad probatoria suficienta
para que loa órtIanos elcanzaran la convicci6n de que
el demandanta 6abla proferido efeclivamenta las frasea
por las que fue condenado. Pues las cintas ::::Y:
fónices unidas aloaaulOS no fI!laden aervir a tales
corno prueba. al no haber sido adverado su contenido.
ni haberse particularizado c singularizado loa espacios
o parlamentos atribuiblea el ecuaado. En _ sentido.
empieza por aeI'IaI8ra8 que. no aóIo el demandante negó
en todo momento que en la ocaai6n de referencia pro­
nuciara tal.. fraMa. por más que admitiara que su con­
tenido se ajustaba perfectementa a su pensamiento
manifastado en distintas publicaciones. aino qua en el
acto del juicio oral ni aiqUl8l'8 .. procedió a la audición
de las mencionadas cinlaa por parte de loa otios dos
intervinientea en la tertulia radiofónica Y clallocutor que
habla actuado corno moderador de la misma. no siendo
interrogados dichos taaIigoa en relación con la autorla
de los parlamenlO8 que en ellas .. contanlan. Por cor>­
siguiente. no hay prueba de cargo alguna de que don
Justo de la CU8V8 Alonso pronunciara en dicha ocasión
las frases que se le imputan.

Rebate a continuación el recurrente al razQR8miento
esgrimido por el Juez a quo pa.. fundamentar su cor>­
vicción acerca de la culpabilidad de aquél en ralación
con loa hachos enjuiciados. Pues. siendo cierto que par­
ticipó en e' programa radiofónico en cuealión y que en
su declaración indegatoria expresó su total acuerdo con
al contenido de las frases litigiosas. de ello no puede
inferÍfll8 que efectivamente las profiriera. Como tampoco
puede deducirse tal conclusión de la cinta megnetofó­
nica qua se afirma okla a lo Iarllo del sumario y en
el Dlenario. pues dicha cinta. enVIada por funcionarios
poriciales a la autorided gubarnativa y ..mitida por ésta
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a la Fiscalfa que. ,a su vez. la presentó en el Juzgado
de Guardia. no tiene otro valor que el de simple atestado.
y lo mismo cabe decir de loa axtrllCtO. realizados por
la autoridad gubernativa. utilizados por la Sentencia da
in.tancia como alemal110 de pruabe. Finalmenta. no pu.
de alegarse que la defensa no ha aportado dato alguno
que demuastra que la grabación ha sido manipulada
o que el contenido del programa radiofónico fua distinto
al que consta en la misma. pues no corre.ponde al
demandante presentar prueba de descargo. sino a la
acusación presentar pruabe da cargo.

Da manera subsidiaria. para el caao de que no fuera
estimado el anterior motivo de amparo. alaga al deman­
dante que la conducta que se le imputa no seria sino
un ejercicio del derecho a la libertad de expresión. ya
que las frases cuya autorla se le atribuye habrlan sido
pronunciadas en un contexto caracterizado por la polé­
mica politice y por el enfrentamiento entre formaciones
electorales. con el fin de justificar la ausencia de Herri
Batasuns de algunas instituciones damocrética•. Ls pr~

pia Sentencia de instancia alude a dicho contexto polftico
para rechazar la calificación a titulo de injurias mantenida
por el Fiscal en relación con la primara de las frases
transcritas. criterio que. sin embergo. no aplica a las
frases posteriores, pese a que fueron pronunciadas as¡'"
mismo en un contexto polftico. procediendo de esta suer­
te s una diferenciación ilógica y arbitaria que. además.
resulta contraria a la doctrina _da por al Tribunal
Constitucional en materia de libertad de expresión. Pues.
a tenor de dicha doctrina. habrle que llagar a la con­
clusión de que. de haber pronunciado el recurrente las
frases por las que se le condenó. lo hebrla hecho en
un contexto polftico de contiende entre diversos partidos.
desarrollando ideas de inter's público. utilizando exp..
siones adecuadas al pensamIento que se pretendía
desarrollar en justificaCión de la ausencia de Herri Bata­
suna de determinadas instituciones y sin que del tono
ciertamente acarbo y extremadamente critico de las mis­
mas' puada daducirse la inaplicación en este caso de
la eXimente de ejercicio del derecho a la libertad de
expresión.

Invoca finalmente el recurrente como infringido el
principio de igualdad ente la Ley. argumentando a tal
efecto que la 'Sentencia dictada en sede de casación
por la Sala Segunda del Tribunal Supnsmo se ha apar­
tado. sin justificación alguna. del criterio mantenido en
otros dos Autos de esa misma,Sela que se citan como
término de comparación.

En consecuencia de todo elfo. se pide a esta Tribunal
que anule las Sentencias impugnadas y que. entretanto.·
suspenda la ejecución de las mismas. En posterior escrito
registrado en este Tribunal el 7 de junio de 1989. la
representación del demandante reitara la petición de sus­
pensión en atención a qua. de no atenderse a la misma.
se le ocasionarla un perjuicio que haria perder al amparo
su finalidad.

4. En virtud de providencia de fecha 29 de junio
de 1989. la Sección Segunda de la Sala Prime,ra acordó
admitir a trámite el presente racurso de amparo y requerir
de los órganos jud,iciales de instancia y de casación el
envío del conjunto de las actuaciones. interesando el
emplazamiento de cuantos fueron parte en el procedi­
miento para que. en el plazo de diez dlas. compareciesen
ante este Tribunal:Por providencie de esa misma fecha.
se acordó asimismo la formación de la correspondiente
píeza separada de suspensión. concadiéndose al Minis­
terio Fiscal y al recurrente de emparo un plazo de tres
días para que alegaran cuanto estimasen pertinente en
relación con la suspensión splicitada. •

5. Madiante escrito ~istrado en este Tribunal el
5 de julio de 1989. el Ministerio Fiscal manifestó que

no se oponia a que se suspendiera la ejecución de la
pena privativa de libertad y de las aecasorias. pero sI. '
el\ cambio. e que se hiciera lo propio con la pena de
multa y con el pego de las costes. ya que de esto último
no se seguirla una repercusión negativa de importancia
para el solicitante de amparo. Por su perte. la repr.
santación del recurrente reiteró. en escrito registrado
en este Tribunal el 13 de julio de 1989. las alegaciones
ya contenidas en su anterior escrito de 7 de junio de
1989. Por Auto de 17 de julio de 1989. la Sala Primera
acordó suspender la pena privativa de libertad y las acc.
sorias impuestas por la Sentencia de la Audiencia Pr~
vincial de Pamplona de 18 de abril de 1986.

6. Por providencia de fecha 18 de septiembre de
1989. la SecCión Segunda de la Sala Primera acordó
tener por recibidas las actuaciones y dar traslado de
las mismas al Ministerio Fiscal y a la representación del
recurrente para que. en el plazo de veinte días. formu­
lasen las alegaciones que estimasen convenientes.

7. En su escrito de alegaciones. registrado·en este
Tribunal ellO de octubre de 1989. el Ministerio Fiscal
comienza por rebatir la pretendida vulneración del der.
cho a la presunción de Inocencia. A su juicio. en el pr.
sente caso deben examinarSe a este respecto dos di&­
tintos aspectos: De un lado. la cualidad de prueba legal
de una cinta magnetofónica-, cuya transcripción se
encuentra mecanografiada en lo sustancial. y. de otro.
la existencia de una mínima actividad probatoria que
sirviera de base a la convicción alcanzada por los órganos
judiciales en el sentido de que las frases incriminadas
hablan sido efectivamente pronunciadas por el recurren­
te. Pues bien. en relación con el primero de dichos aspec­
tos. concluye el Ministerio Fiscal, apoyándose para ello
en la STC 128/1988. que la cinta de referencia cons­
tituye un medio de prueba documental que el juzgador
pudo tener en cuenta para fundamentar el fallo con­
denatorio. Por otra perte. no fue este el único material
probatorio utilizado a tal efecto. sino que. según se exp~
ne en la Sentencia de instancia. la convicción judicial
acerca de la culpabilidad del recurren.te no se basó exclu­
sivamente en el contenido de la cinta. sino. en particular.
an las propias manifestaciones realizadas por el impu­
tado en su declaración indagatoria en el sentido de mos­
trar su acuerdo con el pensamiento expresado en las
mencionadas frases. y en los extractos remitidos por
la autoridad gubernativa que. según se desprende de
la STC 128/1988. constituyen mediois de prueba docu­
mental de los que el juzgador penal puade valerse para
formar su convicción siempre que, como es aquí el caso,
dichas transcripciones heyen sido conocidas. no hayan
sido impugnadas o conlJadichas por nadie y se hayan
dado por reproducidas en el acto del juicio oral. A la
vista de ello. concluye el Ministerio Fiscal que la alegada
quiebra del derecho a la presunción de inocencia carece
de apoyatura.

A idéntica conclusión desestimatoria llega el Minis­
terio Fiscal en relación con la pretendida infracción dal
principio de il'ualdad ante la Ley dado que los términos
de comparación utilizados por el recurrente -y no apor­
tados con la demanda de amparo- responden a situa­
ciones de hecho distintas y. por lo tanto. no comparables.,

Por lo que se refiere a la invocada violación del der.
cho a la libertad de expresión. entiende el Ministerio
Fiscal que, en el caso dil autos. al no constituir las frases
imputadas al recurrente meras opiniones. sino verdad&­
ras afirmaciones de hecho ror las que se atribula al
Presidente del Gobierno y a Ministro del Interior con­
ductas tan concretas como mandar torturar o permitir
torturar. mandar asesinar en Pasajes y dar órdenes a
funcionarios policiales para torturar. no es el derecho
a la libertad de expresión lo que debe examinarse y
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pondererse en relación con el derecho el honor, sino
el derecho a la libartad de infonneción que, pera recibir
la tutala constitucional. requiare que dicha información
sea veraz. Desde esta perspectiva. es evidente qua, no
estando respaldadas las afirmaciones atribuidas al
~currente pOr dato objetivo al\luno, no pueden ser con­
Sideradas veraces y, por conSiguiente, no pueden pra­
tender amperarse en el derecho a la libartad de infor­
mación.

En- consecuencia. el Fiscel ante el Tribunal Consti­
tucional interesa la desestimeción del presenta recurso
de amparo.

, 8. En su escrito de alegaciones de fecha 13 de octu­
bre de 1989. la representación del demandenta reitera

'la argumentación desarrollada en la demande de ampero
en relaCión con la Invocada vulneración del derecho a
la prasunción d~ inocencia. insistiendo en los siguientes
puntos: 1) la cinta megnetofónlca no puede ser con­
Siderada como prueba, ya que, en contra de lo que se
dice en la Sentencia de instancia, su -contenido no fue
adverado por la declaración testifical del moderador del
programa en el acto del ¡uicio por la simple razón de
que no se procad,ó a la audición de dicha cinta en
momento alguno de la prueba tes1ilica~ motivo por el
cual tampoco se acreditó que la voz registrada en la
grabación como autora de las frases en cuestión fuese
la del recurrente y no la ~e cualquier otro de los inter­
Vlnlentes en la tertuha radiofónica; 2) el Sr. De la Cueva
~Ionso nunca ha reconocido haber expresado en la oca­
siÓn de autos las fra~s que se le imputan, y siempre
ha rachazado pronunciarse sobre el contenido da la cinta,
y 3) en autos no obra una transcripción fehaciente de
dicho contenido.

Por lo que se refiere a la pretendida vulneración del
derecho a la. libertad de e>q)resión. tras reprocharse a
los órganos JudiCiales la utilizaCión en las resolucionas
Impugnadasde la tradicional teoría del anim'us iniuriandi
ya declarada insuficiente por el Tribunal Constitucional
en supuestos de conflicto entre el mancionado derecho
y el derecho al honor, vuelve a racalcarse que, por más
que las frases objeto de enjuiciamiento fueran extrema­
dam~nte duras, no ha de olvidarse que. de habar sido
efectivamente pronunciadas por el. demandante. lo
habrlan Sido en un contexto de critica a polltica desarr~
liada por un determinado partido y por sus dirigentes
desde los puestos y ór.ganos,cuya titularidad ostentan,
P~r otra .P."rte. no menos duros y acerbos son los tér­
mlOos utilizados por los miembros de ese mismo pertido
y por otros dirigen.!es pollticos cuando critican a Herri
Batasuna y a los militantes de dicha coalición revestidos
de autoridad sin que. tal y como.se desprende de los
Autos de la Sela Segunda del Tribunal Supremo de 23
de septiembre de 1985 y 1 de octubre de 1985 cuyas
copias hterales obran en autos. de ello se haya derivado
responsabilidad penal alguna pera sus autores; por lo
que. al habar lIegad~ en este caso esa mismo órgeno
JudiCial a la conciuslclón contraria en relación con hechos
análogos, ha infringido claramente el principio de igual­
ded ante la Ley.

.. 9. Por providencia de 19 de oetubre d~ 1992. se
fiJó para la dehberaclón y fallo el dla 26 del mismo mes
y año. que ha terminado el dla de hoy.

11. Fundamentos jurfdJcos

_ 1. El examen de los distintos motivos de amparo
inVOcados p';'r el recurrente deba iniciarse por el rela.tivo
a la vulner~clón del derecho a la presunción de inocancia
que se at"buye tanto a la Sentencia de instancia como
a la di~!sda en sede de casación. Semejante ordanación
expoSltlva no obedece maramente a critarios lógicos o

sistemáticos. sino que. tal y como se desprende del pet~
tum expresado en la demanda. el análisis de los restantes
motivos sólo resultarla necesario si este Tribunal llegara
a la conclusión de que ha existido en el caso de autos
una actividad probatoria que cabe calificar de suficiente
a efectos de desvirtuar la mencionada prasunción.

2. Sostiene el demandante qua en ningún momento
del procedimiento. ha quedado acreditado que pronun­
Ciara en una tertulia radiofónica retransmitida en díreeto
las frasas ~uy~ aut9ría se le imputa. Es cierto que, en
la declaraCión Indagatoria prestada ante el Juez de Ins­
trucción. reconoció habar participado en la indicada ter­
tuha co':"o representante de Herri Batasuna y que. tras
la audiCión de la Cinta magnetofónica en la que habian
quedado grabadas las frasas en cuestión, admitió que

. el contenido da las mismas raspondla a su propio pen­
samiento. ya manifestado públicamante en otras oca­
Siones. concretamente en diversos artículos en los que
acusaba al Presidente del Gobierno de torturador. Pero
no es menos cierto que, tanto en dicha declaración como
en la posteriormente realizada en el acto del ¡ujcio oral.
afirmó que no racordaba si en la ocasión de autos habia
pronunciado tales frases. ni que la tertulia hubiese sido
grabada. asl como que, habiándose negado inicialmente
a contestar a preguntas relacionadas con el contenido
de la grabación obrante en autos, manifestó en el juicio
oral. tras habar procadido a su audición, que no rec~

nocla su voz y que no se acordaba de si las refaridas
frases las habla pronunciado ál. De todo ello daduce
que el órgano judicial de instancia no estaba autorizado
a utilizar como elertllñto probatorio dato alguno extralble
de talas declaraciones; como tampoco estaba autorizado
a hacer valer. a tal efecto, una cinta mallnetofónica en
la que estaban registradas las frases inc"minadas, pues
ni se ha podido demostrar que las mismas fuesen efec­
tivamente proferidas en la ocasión de 8utOS. ni que la
voz que las pronunciaba fuese la suya. Por lo demás
del testimonio vertido por el locutor qua moderó la ter:
tulla y por las otras dos personas que intervinieron en
la misma, no cabe extraer conclusión alguna en el sentido
de avalar la eficacia probatoria de la citada cinta mag­
netofÓnica, ya que. no habiendo tenido dichos testigos
la oportunidad de escuchar la grabación que en ella se
contenia, no pudieron identificar la voz emisora de las
frases enjuiciadas con la del procesado, ni tampoco con·
firmar que era autor de los pasajes que se le atribuían.

La defensa del presente motivo se asienta. pues, en
le negeclón de todo valor probatorio. tanto a las decla­
raciones del propio imputado como a las de los testigos
presenciales, como. finalmente, e la grabación contenida
~n.una cinta.magnetofó~ica ob~ante en autos cuya auten­
tiCidad se discute. Habiendo Sido estos elementos tení­
dos en cuenta por los órganos judiciales para funda­
mentar el fallo condenatorio. habrán de ser examinados
por este Tribunal para decidir la cuestión de si hubo
o no actividad probatoria suficiente para desvirtuar la
presunción de inocencia inicialmente obrante 8 favor del
demandante de amparo. sin que ello suponga invadir
la competencia atribuida a los órganos judIciales en
materia de libre apreciación de la prueba.

3. Del razonemiento lógico contenido en la Senten­
cia de instancia para fundamentar la convicción del Juez
8 ·quo acerca de la autorla del recurrente respecto de
las frases. enjuiciadas. se desprende la fundamental
Importanc.a que, en le formación de dicha convicción,
tuvo la existencia de una cinta magnetof6nica en la que.

.al parecer. se contenla la grabación completa de la ter­
tulia radiofónica en cuyo marco se dicen pronunciadas
dichas frases. Conviene. por consiguiente. iniciar el exa­
men de la activided probatoria desarrollada en el caso
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de autos con algunas consideraciones sobre la eficacia
probatoria que cabe otorgar a dicha grabación.

Con carácter genaral, debe reconocerse qua toda gra­
bación magnetofónica presenta una posibilidad cierta
de manipulación, trucaje y distorsión del contaxto global
en el que tuvieron lugar las manifestaciones reprodu­
cidas. siendo perfectamenta concebible que en ella se
imite la voz de una persona el objeto de atribuirle unas
daclaracionas de las que no fue autor y qua. incluso.
nunca se produjeron. Mas una cosa es que, pera evitar

. la proliferación de .pruebas» artiflCiosamenta consegu~

das. se recomiende proceder con sumá cautela a la hora
de admitir como tales les manifestaciones cantanidas
en uno de estos soportes. y otra bien distinta es que
deba negárseles radicalmenta toda efICacia probatoria.
Por el contrario. la misma existencia de intervenciones
telefónicas le~lmenta autorizadas con fines de inves-'
tigación judiCIal avala la consideración como madio da
prueba de las conversaciones asl grabades, puas, de otro
modo. semejante procadimiento resultarla inútil e los
pretendidos efaetos. Partiendo. pues. del valor probatorio
que. con las debidas precauciones. caba otorgar al con­
tenido de una cinta magnetofónica, deberá comprobarse
a continuación si, en el caso de autos. dichas precau­
ciones fueron observadas por los órganos judiciales.

De la. lectura del acta dal juicio oral se desprende
qua. en contra de lo qua se afirma en la demanda de
amparo. dos de los tres tastigos presenciales tuviaron
oportunidad de escuchar en dicho momento. con mayor
o menor amplitud, el contenido de la cinta magnato­
fónica obrante en autos. AS! constlt en el acta que don
Padro Roncal Ciriaco, locutor-moderador de la tertulia
radiofónica en la que participó el recurrente. manifestó.
a preguntas de la defensa. -que la emisora aportó una
cinta que corresponde a lo que la amisora grabó; qua
oyó la cinta y qua responde a lo qua se dijo an la tertulia»;
habiendo por otra parte manifestado dicho testigo ante
el Juzgado que evidentemente reconocla la cinta que
allí se le exhibió. ya que habla sido él mismo quien la
habla grabado. Y consta asimismo que el testigo don
Jasús MarIa Dsteriz Aranguren, participante también en
la tertulia de referencia, tras declarar inicialmente que
no recordaba lo que el acusado habla dicho an esaoes­
sión. tuvo oportunidad de oír la cinta. ya qua ésta volvió

.a pasarse a instancies del Ministario Fiscal. afirmando
entoncas qua. aunque estaban muy distorsionadas. las
vocas qua an alla constaban podrlan ser las de los inter­
vinientes en la tartulia. si bien no podla precisar quién
había sido al autor de las fra..s inCriminadas.

Ha quadado. pues. reflejado en autos. no sólo que
en el acto del juicio oral se procedió efectivamente a
la audición por parte de dos testigos presenciales de
la cinta megnetofónica eportada. sino también que uno
de ellos ratificó que su contenido se correspondla exac­
tamente con el del programa radiofónico en el que había
intervenido el recurrente como representante de Herri
Batasuna. Dicho testimonio pudo. en consecuencia. ser
utilizado por el órgano judicial para deacertar toda duda
acerca de la autenticidad de la qrabeción, al quedar con
él acreditado que las frases enjUIciadas hablan sido efec­
tivamente proferidas en el marco de dicho programa.
De este modo. y como .. hece notar por la Sala Segunda
del Tribunal Supremo. la existencia da la prueba incr~
minatoria no vendria dada por la cinta en sI misma. sino
por una·de carácter testifical contra cuya regularidad
procesal de obtención no .. ha formulado objeción algu­
na: Deba. pues. concluirse que. como mlnimo. el órgano
judicial estaba autorizado a servirse del contanido de
la citada grabación como medio de pruebe de que las
frases en cuestión hablan sido pronunciadas con ocasión
de un debata en el que participó el solicitante de amparo.

Ouedarla entonces por demostrar que los parlamen­
tos que estaban contenidos en la grabación y que dieron
lugar al procedimiento hablan sido pronunciados por el
recurrente, V no por otro de los intervinientes en la ter­
tulia. En este sentido. se insiste reiteradamente en la
demanda en que. al no haber sido individualizadas las
distintas intervenciones por los testigos, no existe prueba
alguna de que don Justo de la Cueva Alonso fuese el
autor de las frases enl·uiciadas. A elro caba oponer que.
si bien. es cierto que os órganos judiciales no pudieron
contar para formar su convicción al respecto con la exis­
tencia de una pruepa testifical directa, no lo es menos
que dispusieron. no s610 de una serie de indicios ciertos.
convenientemente expuestos e hilados entre sí en el
razonamiento lógico desarrollado por el Juez a quo. sine
incluso de una prueba documental constituida por la
transcripción de la cinta en la que se atribuyen expre­
samente al recurrente las frases incriminadas. Pues,
como oportunamente recuerda el Ministerio Fiscal en
su escrito de alegaciones, este Tribunal ya declaró en
su Sentencia de 27 de junio de 19BB (STC 128/198B)
que no cabe negar valor probatorio a las transcripciones
de una cinta magnetofónica cuando. como aquí sucede,
han sido incorporadas a los autos, no han sido impug­
nadas en todo o en parte y se dan por reproducidas
en el acto del juicio oral.

Por otra parte. debe señalarse que los órganos judi­
ciales no se basaron exclusivamente en la existencia
de dicha pruebe dócumental para llegar al convencimien­
to de que el recurrente había pronunciado efectivamente
las frases que se le imputaban. sino que para ello par­
tieron también de otros datos objetivos, como su prf>"
bada asistencia a la tertulia r~diof6nica en representa·
ción de Herri Batasuna, así como su aceptación explícita
de que dichas frases se ajustaban perfectamente a su
pensamiento, ya manifestado por lo demás públicamente

- en otras ocasiones. En suma, al citado Juez le consta
que las frases en cuestión han sido pronunciadas en
la tertulia radiofónica, que el recurrente en amparo par·
ticipó en la misma, y que dichas frases responden a
su pensamiento, por haberlo así reconocido el propio
recurrente. elementos todos estos suficientes en su con­
junto para desvirtuar la presunción de inocencia.

A la vista de cuanto antecede, debe concluirse que
los órganos judiciales llegaron a la conclusión de que
el demandante de amparo había pronunciado efectiva­
mente las frases que se le imputab~n tras haber desarro­
llado una actividad probatoria suficiente para desvirtuar
la presunción de inocencia inicialmente obrante a su
favor.

4. Desestimado el motivo invocado con carácter
principal, procede entrar en el examen de las pretendidas
vulneraciones de los derechos a la igualdad ante la Ley
y a la libertad de expresión. alegadas en la demanda
de amparo de manera subsidiaria.

En apoyo de la primera de dichas pretendidas vul­
neraciones, alude el recurrente, como término de com­
paración. a sendos Autos de la Sala Segunda del Tribunal
Supremo -de fechas 23 de septiembre y 1 de octubre
de 1985, respectivamente- que han sido incorporados
a las actuaciones. por entender que los hechos que en
dichas resoluciones fueron estimados como no consti­
tutivos de delito son análogos a los que han motivado
su condena a titulo de delito de desacato.

Este Tribunal no puade compartir dicho criterio. a
la vista de las indicadas resoluciones. En efecto. existe
una diferencia notoria entre los hechos a los que ambas
se·refieren respecto de los que han dado IUllar al presente
procedimiento; en estos últimos se efectua una acusa­
ción expresa de tortura y de asesinato. o de haber con­
sentido tales delitos; en aquéllos. por el contrario. lo que
se produce es una afirmación genérica de que Herri Bata-
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suma y ETA son una misma cosa. a cuyo nsspacto el
órgano judicial llegó a la conclusión da qua los hachos
denunciados no presentaben loa caracteres propios del
mancionado delito. dado qua .,. público y notorio qua
las afirmaciones atribuidas a loa querell8dos hablan sido
aceptadas en parecidos t6rminos por los quarellantes
an p~vias ocasiones. situación esta qua ciertamente no
se produce en el caso da autos.

5. Igual suerta desestlmatoria ha da corrar. fina~
menta. el motivo consistente en la pretendida wlnera­
ción dal darecho a la libertad de expresión que se atr~
buya a las Sentencies recurridas por el hacho da no
haber tenido en cuenta qua. C8lO de haber sido efec­
tivamente pronunciadas por el recurrente las frasas incr~
minadas. lo habrlan sido en un contexto poIltico Y. por
consiguiente. no constituirlan sino un ejercicio del dere­
cho contenido en el art. 20.1. e). da la C.E.

Dicha conclusión desastimatoria no vendrla sin
embargo motivada por la considareción da que. como
sostiene el Ministerio Fiscal en su escrito da alegaciones.
no era el derecho a la libertad de expresión. sino el
darecho a la libertad de información. el qua debió invocar
el recurrente como infringido. todo ello con la conse­
cuencia de que habrla da procederse con mayor res­
tricción a la hora de aprecier su wlneración dada la
exigencia de ttV8racidad» de los hachos informados que
para ello requiere este Tribunal. la cual. ciertamenta. no
concurrirla en el caso de autos en relación con los hechos
imputados al Presidente dal Gobierno y al Ministro del
Interior. Con indepandencia de que el deslinde de las
libertades de expresión y de información no sean nunca
total y absoluto. asl como que. an particular. la expresión
de la propia opinión se apoye en meyor o menor medida
en afirmaciones fácticas. es lo cierto que. en el supuesto
que nos ocupa. el recurrente no peraegula primordial­
mente comunicar libremente información al resto de sus
conciudadanos. cuanto exponer el punto de vista de la
coalición Herri Batasuna en relación con daterminados
altos dignatarios. con el propósito de justificar asl Su
falta de presencia en algunas Instituciones estatales. Por
consiguiente. es el conflicto entre el darecho al honor
de dichas eutoridades y el derecho a la libertad de expre­
sión del recurrente el qua los órganos judiciales hubieron
de pondarar y efectivamenta pondareron. Puas. por más
que en el fundamento sexto da la Sentencia dictada
en sede de caseción se aluda en un determinado maman­
to e la libertad da información da la lectura dal total
contanido de dicho fundamento se infiera claramente
que a lo que en todo momento se estabe refiriendo el
citado órgano judicial era el darecho a la libertad de
exprd'sión.

Cantrada la cuestión en estos términos. ha de con­
cluirse que en la ponderación que de los derechos en
conflicto llevaron a cabo los órganos judiciales en el
caso de autos no cabe observar wlnereción alguna del
daracho a la libertad de expresión. Ciertamente este Tr~
bunal ha resaltado en abundanta jurisprudencia cómo
la fuarza expansiva del derecho a la libertad da expresión
oblig, a una intarpretación restrictiva de sus limites y.
entre ellos. dal derecho el honor (SSTC 51/1985.
159/1986 Y214/1991. entre otras muchss).lgualmen­
te ha declarado (STC 105/90. fundamento jurfdico 8.°)
cómo Is critica da' uns conducta qua se estima com­
probada de un personaje público puede ciertamente
resultar penosa -'V a veces extremedamanta penosa­
para éste. Pf!ro en un sistama inspirado en los valores
democráticos. Ja sujeción a esa critica es parta insepa­
rable de todo cargo de ralevancia pública. Pero no debe
olvidarse que igualmenta ha declarado qua. en caso de
invocación de la libertad da expresión. le concesión del
ampero depende de qua. en le manifestación de la idea
u opinión se hayan aliadido o no expresiones injuriosas

desprovistas de interés público e innecesarias a la esen­
cialidad del pensamiento o formalmente injuriosas (por
todas. STC 107/1988). Por lo demás. esta doctrina ha
sido recientemente avalada por el Tribunal Europeo de
Derechos Humanos (en adelante. TEDH) en la Sentencia
Castells de 23 de abril de 1992 en la que. tras afirmarse
que la libertad de discusión polltica no tiene un caráctar
absoluto y que loa limites de la critica admisible son
más emplios cuando se dirige contre el Gobierno que
cuando recae sobre un particular. incluso si se trata de
un poIltico. expllcltamente se reconoca que ello no imp~
de que las autoridades estatales competentes «puedan
adoptar medidas. incluso penales. dirigidas a reaccionar
de modo adecuado y no excesivo frente a imputaciones
difamatorias desprovistas de fundamento o formuladas
da mala fe. (fundamento jurfdico 46).

La cita de esta Sentencia del TEDH no es aquf ociosa
puesto que en ella se apreció wlneración del derecho
ala libertad de expresión por haberse condenado. a titulo
de un delito de injurias al Gobierno del art. 162 del
Código Penal. a un Senador que habia publicado un ar­
ticulo periodlstico en el que denunciaba la impune comi­
sión de esesinatos en el Pals Vasco por ciertos grupos
de extrema derecha. acusando al Gobierno y al partido
gubernamental de estar detrás de dichas acciones. Pero.
no obstante la semejanza de tales imputaciones con las
contenidas en algunas de las frases pronunciadas por
el recurrente. la resolución dictada por el TEDH en el
Caso Castells no es aplicable a efectos de estimación
del presente recurso da amparo por ese mismo motivo.
Pues. aunque existan ciertas similitudes entre las decla­
raciones respectivamente realizadas por el Sr. Castells
y por el Sr. de la Cueva Alonso cuando ambos afirman
que el Gobierno no es ajeno a ciertos comportamientos
delictivos. no cabe duda de que el recurrente dio un
evidenta salto cualitativo al pesar de la que en equel
caso era une imputación genérica a la más especifica
de atribuir a las personas concretas del Presidente del
Gobierno y del Ministro del Interior una responsabilidad
a lftulo de inducción o de encubrimiento de delitos de
tortura V de asesinato. Como acertadamente se decía
en le Sentencia de la Audiencia Provincial de Pamplona.
en este caso concreto «se han superado nítidamente
los limites de la libertad de expresión y del derecho de
crftica. dadas todas las circunstancias aqul convergentes.
pues no es lo mismo exigir licitamente de una autoridad
que investigue. persiga y sancione las posibles irregu­
leridades de sus subordinedos. con fa consiguiente res­
ponsabilidad política. en su caso. que llamarles sin amba­
ges torturadores y asesinos. en cuanto dan órdenes para
que .tales delitos se ",roduzcan. o por contamplar apa­
ciblemente. sin impeclirlo. el acaecimiento de tan repug­
nantes hechos».

Por otra parte. es de notar cómo. en la Sentencia
del TEDH de 23 de abril de 1992. se atribuye una impor­
tancia decisiva al hecho de que los órganos judiciales
no permitieran que el Sr. Castells probara la veracidad
de sus declaraciones por considerar que la exceptio veri­
tatis no era invocable en materia de delito de injurias
contra el Gobierno. Eata reproche. sin embargo. no puede
dirigirse a las Sentencias impugnadas en el presente
recurso ya que. conforme se deduce de la lectura de
les actuaciones. el órgano judicial de instancia consintió
la práctica de la abundante prueba solicitada por la defen­
sa al objeto de demostrar que. efectivamente. tal y como
habfa afirmado el recurrente. en las Audiencias Provin­
ciales de Pamplona. San Sebastián. Bilbao y Vitoria _se
siguen o han seguido causas por malos tratos o torturas
contra miembros de las Fuerzas o Cuerpos de la Segu·
ridad del Estado. causas en las que. en algunos casos.
ha recaido auto de procesamiento o Sentencia conde­
natoria». Mas. como acertadamente concluye el Juez
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a qua. de la aportación de dicho malerial probatorio
lo unico que puede deducirse 81 que 81 cierto que han
existido casos de tortura y no. en cambio. que los altos
dignatarios expresamente mencionedoll por el recumon­
te hubiesen dado órdenes concnat8a o generales de tor­
lurar o de asesinar. o hayan consentido tel81 com­
portamientos.

La inneeesarieded de ten graves imputaciones a per­
sonas concretas. que por el simple hecho de ser pollticos
no dejan de ser titulares del derecho al honor. unida
a la completa falte de fundamento de las mismas. hacen
que dichas imeutacionas no puedan amperarse en el
derecho a la libertad de exptNión. Por todo ello. no
cabe tampoco apreciar wlneración de este derecho por
parte de los órgenos judiciales al imponer al recurrente
una condena -como expresa la Sentencia del TEDH de
23 de abril de , 992- adecuede y no excesiva. por haber

o proferido unas frases infamantes desprovistas de fun­
damento que excedían claramente del amplio marco
reconocido en nuestro sistema constitucional a las liber·
tades de expresión y de critica política.

FALLO

En atanción a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE lE CONFIERE LA CONsmuclÓN
OE LA NACiÓN EsPAOOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Publlquese esta Sentencia en el «Boletln Oficial del
Estado».

Dada en Madrid a dieciséis de noviembre de mil nove­
cientos nOYenta y dos.-Mlguel Rodrlguez.pillero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando Garcla·Mon y González·Regue­
ral.-earlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen·
dra.-Rafael de Mendizábal A1lende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmados y rubricados.

27989 Sala Primera. Sentencia 191/1992. de 16 de
nowembre. Recurso da amparo 95211989.
Contra Auto del Juzgado de Instrucción núme­
ro 1da Má/agll que declaró concluido e/suma­
rio y decret6 el sobresaimiento de las actua­
ciones y conITa Auto de'la Audiencia de la
misma ciudad desestimando el recurso de
reposicidn inrentado conITa la anterior reso­
lución. Vulnereción del derecho a la tutelajud~
cial efectiva: Motivación insuficiente de las
resoluciones judiciales.

La Sela Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodriguez.pillero y Bravo-ferrer. Pre­
sidente; don Fernando Garcra-Mon y González-Requeral.
don Carlos de la Vega Senavas. don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendiábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados. ha pronunciado .

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 962/' 9B9. interpuesto
por la Procuradora de los Tribuneles doIIa Isabal Draz.
Solano. en nombre y representación de la Entidad .Ma­
quinarias Rico. Sociedad Anónima•• asistida del Latrado
don Carlos Larrallaga Junquera. contra los Autos del
Juzgado de Instrucción núm. , de Málaga de 20 de

_ro y 3 de marzo de '9B9. Y contra el Auto de la
Sección Primera de la Audiencia Provincial de Málaga
de 19 de abril de , 9B9. Ha sido parte el Ministerio Fiscal.
siendo Ponente el Presidente del Tribunal. don Miguel
Rodrlguez-Pillero y Bravo-ferrer. quien exprese el parecer
de la Sela.

1. Antecedentes.

, . Mediante escrito presentado en el Juzgado de
Guardia el 19 de mayo de 19B9 y registrado en este
Tribunal el dla 22 de ese mismo mes y allo. la Pro­
curadora de los Tribunales dolla Isabel Diaz Solano. en
nombre y representación de la Entidad .Maquinarias
Rico. Sociedad Anónima». interpuso recurso de amparo
contra los Autos sucesivamente dictados en instancia
y en reforma por el Juzgado de Instrucción núm. , de
Málaga con fechas de 20 de enero y 3 de marzo
de '9B9. y contra el Auto de la Sección Primera de
la Audiencia Provincial de ese misma ciudad de 19 de
abril de 19B9.

2. El recurso se basa en sintesis en los siguientes
hechos:

a) La Sociedad recurrente en amparo interpuso qU&
rella criminal contra don Luis Moreno y don Juan Serón
por presuntos delitos de estafa. simulación de contratos
y falsificación. cuyo conocimiento correspondió al Juz­
gado de Instrucción núm. 1 de Málaga. Con fecha de 20
de enero de 19B9. dicho Juzgado dictó un Auto por
el que declaraba concluido el sumario y dllcretaba el
sobreseimiento libre de las actuaciones. de conformidad
con lo dispuesto en el arto 637.2 de la LE.Crim.. al estimar
que los hechos objeto del procedimiento no eran cons­
titutivos de «infracción penal alguna».

b) Presentado recurso de reforma y subsidiario de
apelación contra la anteriOl resolución. fueron respec­
tivamente desestimados por Auto del propio Juzga­
do de 3 de marzo de 19B9 y por Auto de la Sección
Primera de la Audiencia Provincial de Málaga de 19 de
abril de 19B9. En esta última resolución. notificada al
racurrente el 24 de abril de 19B9, se añadis a la moti­
vación mantenida en instancia y en reforma que. en defi­
nitiva. los hechos denunciados constituían una cuestión
de naturaleza civil a debatir entre las partes en el corres­
pondiente procedimiento.

3. . La representación de la Entidad recurrente estima
que las resoluciones impugnadas han vulnerado su dere­
cho a la tutela judicial efectiva reconocido en el arto
24.1 de la CE•.al no haber motivado suficientemente
el sobreseimiento libre acordado. Como pretensión de
amparo solicita a este Tribunal que declare la nulidad
de los Autos recurridos y que reconozca su derecho a
la tutela judicial efectiva.

4. Por providencia de 19 de junio de 19B9 la sec­
ción acordó la inadmisión a trámite del presente recurso
de amparo por concurrir .el motivo de inadmisión previsto
en el ar!. 60.1.a) de la LOTC. consistente en el no ago­
tamiento de la via judicial previa al no haber interpuesto
la demandante recurso de súplica contra el Auto de la
Audiencia Provincial de Málaga de '9 de abril de 19B9.
Dicha providencia fue recurrida en súplica por el Fiscal
ante el Tribunal Constitucional. por estimar que contra­
dacia anteriores decisiones en las que se había admitido
que el recurso cuya falta de interposición había motIVado
la inadmisión a trámite de la demanda no es exigible
cuando se trata de resoluciones que las Salas no adoptan
en .instancia sino como producto de ur;> recurso de ape-
laCIón. '

6. Por Auto de 7 de julio de 1989 la Sección estimó
el recurso de súplica planteado por el Ministerio Fiscal,


